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los hoy demandantes de amparo. Frente a esto, la Sala
se limitó a solicitar información sobre el cumplimiento
de su resolución, advirtiendo por primera vez a la Admi­
nistración sobre la posibilidad de adoptar la referida
medida, mediante su Auto de 22 de febrero de 1992,
posterior a la presentación de esta demanda de amparo.
Por contraste, el órgano judicial tenía, con anterioridad,
sobrado conocimiento de los reiterados incumplimientos
de la Administración respecto de su obligación de pago
o, alternativamente, de abrir los preceptivos trámites
directamente encaminados al logro del mismo. Ante esta
inequívoca situación, de incumplimiento por la Admi­
nistración de los mandatos legales y de las propias reso..
luciones judiciales dictadas al respecto, la Sala debió
adoptar las medidas que taxativam-ente prevé la L.J.C.A.
para supuestos como el presente. tendentes en este caso
a vencer la resistencia de la Administración ejecutada,
y a la conclusión definitiva de un proceso que, no debe
olvidarse, tuvo su origen en el ya lejano 1975, con la
apertura del expediente de expropiación, y que todavía
hoy, en alguno de sus aspectos, perdura. Al no hacerlo
así, el órgano judicial vulneró el derecho fundamental
de los actores a la ejecución de lo juzgado, reconocido
en el arto 24. 1 de la Constitución. .

En consecuencia, debemos declarar que tal vulne­
ración efectivamente ha existido y, por tanto, estimar
la presente demanda de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.° Reconocer el derecho de los recurrentes a la
ejecución de ro juzgado, como parte integrante del dere­

. cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1. C.E.).

2.° Restablecer a los demandantes en el ejercicio
de su derecho, para lo cual la Sala de lo Contencioso..
Administrativo adoptará las medidas expresamente pre­
vistas en el Capítulo' Tercero del Título IV de la Ley regu..
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa a
fin de obtener el cumplimiento efectivo de sus propias
resoluciones recaídas en los autos 741 /85-A, en eje­
cución de Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Perrer.-Fernando García-Mo~ y Gonz.ález-Regue­
ral.-Carlos d~ la Vega Benayas.-Vlcente Glmeno Seri­
dra......:.Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

,27460 Sala Primera. Sentencia 299/1994, de 14 de
noviembre de 1994. Rf?curso de amparo
433/1993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del r.S.J. de Andalucía, que deses­
timó recurso de suplicación en procedimiento
seguido sobre clasificación profesional. Vul­
neración del derecho a un proceso con todas
las garantías: derecho al Juez imparcial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo..Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega' Benayas, don Vicente Gimeno

Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados~ ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 433/93, promovido
.por la «Compañía Española de Bordados .Industriales,
Sociedad Anónima» (CEBISA), representada por el Pro­
curador de los Tribunales don José Luis Ortiz Cañavate
y Puig-Mauri y asistida por el Letrado don César Miñam­
bres Puig, contra la Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de 14
de noviembre de 1991. Han sido parte don Juan Miguel
Rey Ayala y otros, representados por doña Isabel Cañedo
Vega y asistidos por el Letrado don Enrique Lillo Pérez.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Vicente Gimeno Sendra, quien expresa
el parecer de la Sala.

-l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 17 de
febrero de 1993, don José Luis Ortiz Cañavate y
Puig-Mauri, Procurador de los Tribunales, en nombre y
representación de la «Compañía Española de Bordados
Industriales, S. A.». (CEBISA), interpone recurso de ampa­
ro contra la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, de 14 de noviembre
de 1991.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) En proceso sobre clasificación profesional, recayó
Sentencia del Juzgado .de lo Social núm. 3 de Málaga,
de 8 de febrero de 1990, aclarada por Auto del día
20 del mismo mes, por la que, estimando en parte las
demandas presentadas por' un grupo de trabajadores
de la empresa ahora demandante en amparo, se recha­
zaba la petición deducida para obtener categoría supe­
rior, pero se condenaba a la empresa a abonar a .Ios
trabajadores las diferencias salariales entre la retribución
correspondiente· a la categoría que ostentaban y la fijada
para la superior, cuyas funciones venían realizando. En
el relato histórico de dicha Sentencia se hacía constar,
a efectos de recursos, que tales diferencias retributivas,
en cómputo anual, .no llegaban, para cada accionante,
a 300.000 pesetas, dato que se obtenía del escrito de
ampliación presentado por los demandantes a reque­
rimiento del órgano jurisdiccional.

b) Contra dicha Sentencia interpuso la empresa
recurso de suplicación, denunciando la insuficiencia de
la declaración de hechos. probados, en la medida en
que omitía consignar la retribución de una y otra cate­
goría. Tras una serie de incidencias procesales que no
interesa ahora reseñar, la Sala de lo Social de Málaga
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía dictó Auto,
de 26 de noviembre de 1990, acordando admitir el cita­
do recurso únicamente en la medida en que denunciaba
la existencia de determinadas infracciones procesales,
conforme a lo dispuesto en el art. 153 de la L.P.L.
de 1980, dado que la cuantía del asunto no excedía
de 300.000 pesetas.

c) La Sentencia en suplicación fue dictada el 14
de noviembre de 1991, formando parte de la Sala el

- Magistrado que resolvió en la instancia, por ser titular
del Juzgado de lo Social núm. 3 de Málaga en aquel
momento, aunque no coincidiera con el Ponente de la
Sentencia. La mencionada Sentencia, resolviendo en
exclusiva sobre la denuncia de insuficiencia de la decla-
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ración de heGhos probados, apreció que, excepto con
relación a uno de los demandantes, tal defecto no con­
curría, dado que los restantes actores habían hechocons­
tar, al ampliar sus demandas, la cuantía de su retribución
y aquélla que correspondía a la categoría superior, datos
que asumía la Sentencia de instancia. Con base en este
razonamiento, se desestimaba el recurso, excepto en
lo referente al demandante antes aludido:

d) Contra esta Sentencia se interpuso por la ahora
demandante recurso de casación para la unificación de
doctrina ante la SaJa de lo Social del Tribunal Supremo,
alegando que contradecía la doctrina sentada por dicha
Sala, según la cual las Sentencias que' resuelvan pre­
tensiones sobre clasificación profesional han de consig­
nar en su declaración de hechos probados tanto la retri­
bución que corresponde a la categoría asignada, cuanto
la fijada para la superior, cuyas funciones se realizan.
El Tribunal Supremo dictó Sentencia el 23 de diciembre
de 19~,desestimando el recurso interpuesto por con­
siderar que no concurría la alegada contradicción, puesto
que las Sentencias invocadas como término de com­
paración exigían únicamente que se incluyeran los datos
necesarios·para conocer la cuantía litigiosa a efectos
de recursos, requisito que cumplía la Sentencia en
cuestión.

3. Contra la Sentencia dictada el 14 de noviembre
de 1991 por la Sala de lo Social del Tribunal' Superior
de Justicia de Andalucía se interpone recurso de amparo,
interesando su nulidad, así como la suspensión de la
ejecución de la misma. .

Entiende la demandante que se ha producido una
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva como
consecuencia de la falta de imparcialidad objetiva del
órgano jurisdiccional que dictó la resolución impugnada,
al formar part~de la Sala sentenciadora el mismo Magis­
trado que dictó la Sentencia de instancia. Esta circuns­
tancia no llegó a conocimiento de fa recurrente hasta
el momento en que se le notificó la Sentencia impug­
nada, por lo que ya no pudo ejercitar su derecho a
recusar.

En relación con la admisibilidad del recurso, la actora
afirma que no se ha incumplido el plazo de veinte días
que para la interposición de éste conceqe el art. 44.2
de la LOTC, ya que, existiendo la posibilidad de intentar
con éxito el recurso de casación para la unificación de
doctrina, la parte estaba obli,gada a interponerlo; señala,
en efecto, que de haberse obtenido una resolución favo­
rable sobre el fondo, la lesión ahora invócada carecería
de relevancia constitucional, por más que fuera repro­
bable la conducta denunciada desde el' punto de vista
del Derecho ordinario. No se trataba, pues, de un alar­
gamiento caprichoso de la causa, lo que implica, a juicio
de' la actora, que el plazo no comentó a correr hasta
que el Tribunal Supremo resolvió sobre el recurso, deses-
timando éste. '

Tampoco considera la demandante en ampa'ro que
se haya incumplido el requisito de invocación de la infrac­
ción constituCional en la vía judicial ordinaria [art. 44.1
c) de la LOTC], ya que hubiera sido inútil denunciar la
violación alegada en el marco del recurso de casación
para la unificación de doctrina, habida cuenta que, dado
el objeto estrictámente. limitado de este medio extraor~
dinario de impugnación, el Tribunal Supremo no estaba
facultado para reparar dicho defecto, única función que
cabe atribuir a la exigencia legal de invocación previa
según la jurisprudencia del Tribunal Constitucional.

4. Mediante providencia de 16 de diciembre de
1993, y tras haberse recibido testimonio de las actua­
ciones reclamadas al Juzgado de lo Social núm. 3 de
Málaga, al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
y al Tribunal Supremo por providencia de 14 de junio
de 1993, la Sección Segunda de la Sala Primera de

este Tribunal acordó admitir a trámite la demanda, por
lo que, en virtud de lo dispuesto en el arto 51 de la
LOTC, dirigió comunicación al Juzgado de lo Social
núm. 3 de Málaga, con el objeto de que emplazara a
quienes hubieran sido parte en el proceso judicial ante­
cedente, a excepción del solicitante de amparQ, para
que pudieran comparecer en este proceso constitucional.

5. Asimismo, por pro\(idencia' de 16 de diciembre
de 1993, se acordó formar' pieza separada de suspen­
sión. Tras los trámites oportunos, la Sala, por Auto del
17 de enero de 1994, decidió denegar la suspensión
solicitada, sin perjuicio de instar al Juzgado· de lo Social
núm. 3 de Málaga a que adoptara las medidas que esti­
mara oportynas para garantizar, en su caso, la devolución
de las cantidades a satisfacer por la «Compañía Española
de Bordados Industriales, S. A.» (CEBISA), alas traba­
jadores demandantes:

6. La Sección, por providencia de 21 de febrero
de 1994, acordó tener por personado y parte en el pro­
cedimiento, en nombre y representación de don Juan
Miguel Rey Ayala y otros, a la Procuradora de los Tri­
bunales doña Isabel Cañedo Vega, que así lo había soli­
citado, así como, de conformidad con lo previsto en el
art. 52. 1 de ·la LOTC, dar vista de las actuaciones a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal, concediéndoles
un .plazo comÚn de veinte días para que presentasen
las alegaciones que .estimasen pertinentes.

7. Mediante ,escrito registrado en este Tr1bunal el
17 de marzo de 1994, doña Isabel Cañedo Vega, en
nombre y representación de don Juan Miguel Rey Ayala
y otros, evacuó el trámite de alegaciones, interesando
la inadmisión del recurso o, subsidiariamente, la deses­
timación del mismo.

En dicho escrito se mantiene, en primer lugar, la inad­
misibilidaddel recurso de amparo, por no haberse ago­
tado la vía judicial previa. La parte pone de manifiesto,
en este punto, que la presunta vulneración del derecho
de la recurrente al Juez imparcial, que, según el plan­
teamiento de ésta; se produce por haber formado parte
de la Sala de suplicación el mismo Magistrado que había
dictado la Sentencia recurrida. no se planteó ante la
Sala de lo Social del Tribunal Supremo en el marco del
recurso de casación para la unificación de doctrina; es
decir, que, después de haberse produCido una presunta
lesión al derecho fundamental invocado, esta lesión no
fue denunciada en el recurso jurisdiccional ordinario
deducido contra la resolución en que se afirma tuvo lugar
la supuesta infracción.

Subsidiariamente se alega la extemporaneidad del
recurso de amparo, en aplicación de lo dispue,sto por
el art. 50.1 a) de la LOTC, en relación con el art. 44.2
de la misma norma 'legal. Se señala, en eJecto, que si
el recurrente consideraba que el recurso de casación
para unificación de doctrina no era el' instrumento pro­
cesal idóneo para formular el motivo de queja con rele­
vancia constitucional que se articula en el presente recur­
so, debió plantear éste directamente contra la Sentencia
dictada por la'Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía; al no hacerlo así, por haber
intentado agotar previ'amente el mencionado recurso de
casación, la interposición muy posterior del recurso de
amparo se efectuó fuera del plazo de veinte días que
imponen las citadas disposiCiones:

Por último, en lo que se refiere al fondo del asunto,
afirma que la participación en el órgano colegiado que
examina el recurso de suplicación del Magjstrado que
dictó la Sentencia de instancia no vulnera el derecho
al Juez imparcial, puesto que, por un lado, éste no realizó
ningÚn tipo de actividad instructora que, según interpreta
la parte la jurisprudencia, constitucional, es el tipo de
actuación que hubiera podido hacer nacer en su ánimo
prevenciones y prejuicios capaces de quebrar su impar-
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cialidad objetiva y, por otra parte, no fue el Po~en!e

de la Sentencia, por lo cual no consta que fuera su cnteno
personal el. determinante de la conformación de la deci-
sión del órgano colegiado. '

"lo- . '.

8. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 17 de marzo de 1994 y registrado en este
Tribunal el 18 de marzo siguiente, la representación pro­
cesal de la recurrente presentó alegaciones, reiterando
lo mantenido en la demanda y comp,letando y precisando
algunos extremos de la misma.

9. Por escrito presentado 'el 18 de marzo de 1994,
el Ministerio Fiscal formuló alegaciones:, interesando la
estimación del recurso de amparo y la anulación de las
Sentencias del Tribunal Superior de Justicia y del Tri­
bunal Supremo y la retroacción de las actuaciones al
momento inmediatamente anterior al de set dictada la
primera de dichas resoluciones, aJ.in. ?e que~ tras la .no.ti­
ficación a las partes de la compOSIClon d~l organo~ JUrIS­
diccional, éstas pudieran ejercer su derecho a recusar.

Tras precisar que, pese a que el amparo se reclama
por lesión del derecho detut~la judicial efecti'(a, la a!e­
gación que contiene, at refenrse a la falta de Imparcl,a­
lidad objeüva del órgano jurisdiccional que resolyió en
suplicación, invoca en realidad el derecho al Juez Impar­
cial, que se instala en el derecho a un proceso ~on todas
las. garantías, .el ~inisterio Fiscal se pronuncia por la
admisibilidad del recurso, tanto por lo que se, refiere
a su temporaneidad, como en cuanto al momento en
que ~e efectuó la invocación del' derecho fundamental.

Se expone, en efecto, que la actora no tuvo cono­
cimiento de la composición del órgano jurisdiccional has­
ta que se le notificó la Sentencia, por lo que no pudo
hacer valer la recusación en momento adecuado. Tam­
poco le fue posible, dada la especial naturaleza y objeto
del recurso de casación para la unificación de doctrina,
hacer constar dicho extremQ en el marco de este medio.
de impugnación, ya que éste debe necesariamente co~­
cretarse a posibles contradicciones entre la Sentencia
que se recurre y otras del Tribunal Superior o del Tribunal
Supremo, tal como se establ.ece en el a~t. 216 de la
L.P.L. El Ministerio Fiscal reconoce que la recurrente
pudo acudir directamente al amparo, tras ~e.rle notific??a
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia, abstenlen­
dose de interponer recurso de casación o interponién..
dolo paralelamente, pero afirma que ni un~ ni otra cosa
e'ra admisible ni exigible, porque, existiendo razones para
recurrir en casación, era necesario agotar este recurso
y, al mismo tiempo, no era procedente hacerlo a la vez
que se presentaba demanda de amparo. '

Por'lo que se refiere al fon~o ~el asunt<:>, el Ministeri<;>
Fiscal expone que, según la Junsprudencla de este Tn­
bunal, la falta de notificación de la composición del órga­
no. jurisdiccional, que impide. a I?s partes. usar de. su
derecho a recusar, puede adquinr. contenido constitu­
cional cuando una parte alega la concurrencia de una
causa de recusación que, en virtud de aquella omisión,
no pud.o ejercitar en el momento procesal idóneo (SSTC
180/1991 y 230/1992); ya que en este caso se pro­
duciría la vulneración de una de las garantras esendales
del proceso (art. 24.2 de la Constitución). A juicio del
Fiscal, é'sta es exactamente la lesión que se haproducido
en el presente supuesto.

10. Por providencia del 13 de octubre de 1994 se
señaló. para la deliberación y votació.n de la prese~te
Sentencia el siguiente día 17. del mismo mes yana,
fecha en que dio lugar la misma, habiendo finalizado
en el día de hoy. .

11. Fundamentos jurídicos

í: Impugna la actoraf~ resoluci.ón recurrida. (Sen­
tencia de la Sala de lo Social del Tnbunal, Supenor de .
Justicia de Málaga, de fecha 14 de noviembre de 1991),
por entender, en síntesis, que vulnera suderechC? a un
Juez imparcial por formar partede la Sala SentenCiadora
el mismo Magistrado que conociera del asunto en .Ia
instancia, entonces titular del Juzgado de lo Social
núm. 3 de Málaga. Y ello sin que se pusiera en su cono­
cimiento la composición subjetiva de la Sala que, efec­
tivamente, resolvería, en tiempo hábil para poder recusar
al referido Magistrado, puesto que l..a providencia en qúe
definitivamente se notificaban los Magistrados integran­
tes de aquélla tenía exactamente la misma fecha de
la Sentencia (14 de noviembre de 1991)~

2. Antes de pasar a conocer del fondo de la cuestión
planteada procede, sin embargo, analizar los m~~ivos·
de inadmisibilidad de la demanda püestos de manifiesto
por ta representación de los trabajadores demandantes
en la instancia. Estos alegan 'que el recurso de amparo
sería extemporáneo, por haberse interpuesto una vez
transcurrido el plazo de veinte días' previsto en el
arto 44.2 LOTC, que debe computarse a partir del momen­
to en que se produjo la lesión del derecho fundamenté!1
invocado, esto es, desde el moménto en que le fue notl­
ficé}da a l~ a~tora la Sentencia dic~ada e.~ suplic.ación,
sin que debiera tomarse,en conslderaclon el tiempo
invertido en la tramitación y resolución del recurso de
casación por unificaciqn de doctrina. .

No es posible aceptar los argumentos. ~escntos, pues,
como este Tribunal ha puesto de manifiesto en casos
como el presente, el cómputo del plazo para el ejercicio
de'la acción en amparo no puede iniciarse mientras esté
pendiente un proceso de irnpugn.ación de la resolució~

judicial que.vul.neró ~l derecho mvocad~.ante los Tn­
bunales ordmanos y siempre que el refendo proceso de
impugnación no sea manifi~sta!TIente improcede~t~,. ni
se haya interpuesto con la fmalldad de alargar ar:tlflclal­
mente la vía judicial previa. Ello porque, de estimarse
el recurso y revocarse la Sentencia, sería subsanado el
perjuicio material sufrido por la parte y faltaría el gra­
vamen al recurrente en amparo: Siendo esto así, no es
posible considerar extemporá~eo ur'! recurso ge ~mparo
interpuesto dentro de los vemte dlas que slgule:ron a
la notificación de la .Sentencia por la que el Tnbunal
Supremo, Sala Cuarta, re~?lviera, en: se~tjdo desesti':lla­
torio, el recurso de casaclon en unlflcaclon de doctnna,
pues la' sola admisión a trániit~~e éste y su culr:ninación
en Sentencia ponen de manifiesto la ausenCia, ~n el
caso de finalidad dilatoria alguna en la actora, al mter­
pon~J un recurso procedente, aunque su pretensió~ fuera
desestimada. .

3. Procede, pues, examinar si ha concurrido en el
caso la denunciada vulneración del derecho a un Juez
imparcial. Un derecho que, como se desprende de una
reiterada doctrina de este Tribunal, siguiendo la sentada
en el T.E.D.H. (Sentencias de 26 de octubre de 1984,
caso DE CUBBEA, y de 1 de octubre de 1982, caso
.PIERSACK), constituye sin duda una fundamental garan­
tía en la Administración de Justicia propia de un Estado
de Derecho (art. 1.1 C.E.), de ahí que deba consiaerarse
inherente a los derechos fundamentales al Juez legal
y a un proceso coñ todas las garantías (art. 24.2 C.E.)
(9STC 47/1982, 261/1984, 44/1985, 148/1987,
145/1988, 1Cf6/1989, 138/1991 ó 282/1993, entre
otras). ..

Y, siguiendo esta misma y. re~terada doctrina, el ref~­
rido derecho. al Juez imparcial Impone la salvaguardia
de'la neutralidad del Juez, no sólo en sus aspectos sub­
jetivos,sino también obj.etivos~ ref~ridos ~st~s .últ!mos
a la vinculación que el titular del organo Junsdlcclonal
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haya podido tener con la materia objetó del proceso
(STC 145/1988, fundamento jurídico 5.°), que induda­
blemente' reviste una especial'intensidad cuando en .una
misma persona recaen la condición de juzgador de ins­
tancia y de órgano revisor de lo entonces resuelto, ya
que, en tal hipotético supuesto, el órgano ad quem puede
constituirse con serios prejuicios sobre el objeto litigioso
que pueden comprometer su imparcialidad, convirtiendo
a la segunda instancia en un mero formulismo.

Por ello, en estos casos; sin poner en cuestión en
modo alguno la probidad o la aptitud del titular ·del órga­
no jurisdiccional e, incluso, su imparcialidad subjetiva,
«es difícil evitar la impresión de que el Juez no acomete
la función de juzgar sin la plena imparcialidad que le
es exigible»; de ahí que, tanto este Tribunal como el
Europeo de Derechos Humanos, hayan insistido «en la
importancia que en esta materia tienen las apariencias,
pues va en ello la. confianza que los Tribunales de una
sociedad democrática,han de inspirar a los justiciables»
(STC 145/1988, fundamento jurídico 5.°). A esta ratio
responde el reconocimiento legal explícito, como causa
de ~bstención-del juzgador, o de su recusación por el
justiciable, si no se abstiene de los'supuestos en que
aquél «haya resuelto el pleito o causa en anterior' ins­
tancia» (art. 219.10 L.O.P.J.). Esto es, que se le ofrezcan
a la parte medios idóneos para prevenir con prontitud
la eventual vulneración de su derecho, de inexcusable
utilización ante los Jueces ordinarios, por lo que cualquier
negligencia por su parte en este sentido cerraría la vía
del recurso de amparo.

4. En el presente caso concurren las circunstancias
que permiten considerar infringido el derecho al Juez·
imparcial, puesto que, efectivamente, formó parte de la
Sala que dictó la Sentencia impugnada un Magistrado
que había resuelto en la instancia. Con ello se integra
el elemento sustantivo del supuesto de hecho de la exi- '
gencia constitucional de imparcialidad del juzgador, sin
que sea un obstáculo, en este caso, para la estimación
de la demanda el que la parte no recusara al referido
Magistrado. En efecto, del examen de las actuaciones
se desprende con claridad que la parte careció de medios
útiles de reaGción frente a la situación·' que ahora se
denuncia. No puede decirse que la Sala omitiese toda
notificación a la parte de su composición, como era su
deber (STC 180/1991, fundamento jurídico 6.0 ),.pero
sí que dicha notificación tuvo lugar en un momento ya
tardío, que hacía inoperantes los medios que le ofrecía
al justiciable la legalidad ordinaria para salvaguardar la
imparcialidad del Tribunal. No otra podía ser la conse­
cuencia de una providencia de notificación de la com­
posición de la Sala dictada en la misma fecha de la
Sentencia (14 de noviembre de 1991). De ahí que en
estas circunstancias sea el recurso de amparo la sede
idónea para restablecer aJa recurrente en la integridad
de su derecho.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

.Estimar el recurso de amparo y, en su virtud:

1. Reconocer el derecho de la recurrente al Juez
imparcial (art. 24.2 C.E.).

2. Declarar la nulidad de' la Sentencia de la Sala
- de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Málaga,

de 14 de noviembre de 1991.

3. Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior a dictarse Sentencia, para que por la
Sala se dicte otra con plena observancia del derecho'
fundamental infringido en la ahora anulada.

Publíquese esta Sentencia' en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
¡ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa-
lón.-Firmados y rubricados. '

27461 Sala Primera. Sentencia 300/1994, de 14 de
noviembre de 1994. Recurso de amparo
657/1993. Contra Sentencias de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de. Justicia de
Madrid y del Juzgado de lo Social núm. 19
de' Barcelona. Vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: resolución judicial dic­
tada {(inaudita parte».

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez~Piñeroy Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon' y González&Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 657/93 interpuesto
por «Montesa Honda, Sociedad Anónima», representada
por el .Procurador don Juan Ignacio Avila del Hierro y
asistida de la Letrada doña M.a Felisa Gómez Prieto, con­
tra la Sentencia dela Sala de lo Social del Tribun'al Supe­
rior de Justicia de Madrid de 30 de noviembre de 1992
y la del Juzgado de lo Social 'núm. 19 de Barcelona
de 10 de julio de 1988. Han comparecido el Ministerio
Fiscal y el Instituto Nacional de la Seguridad Social, repre­
sentado por la Procuradora doñaM.a Ruiz de Velasco
del Valle. Ha sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz
Villalón, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 5
de marzo de 1994, don Juan Ignacio Avila del Hierro,
Procurador de los Tribunales, en nombre y representa­
ción de la entidad «Montesa Honda, Sociedad Anónima»,
interpone recurso de amparo contra las Sentencias' de
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid de 30 de novierTlbre de 1992 y la del Juzgado
de lo Social núm. 19 de Barcelona de 10 de julio
de 1988.

2. Los hechos que dan lugar a la presente demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) La entidad solicitante de amparo fue demandada,
junto con otras dos empresas y el Instituto Nacional
de la Seguridad Social, por un trabajador que reclamaba,
entre otros extremos, una mayor prestación por su situa-:­
ción de invalidez permanente total.

b) El Juzgado de lo Social intentó sin éxito la citación
de las otras dos empresas, una de las cuales, .«Montesa,


